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El Estatuto del Consumidor como forma de corregir la asimetría de la información en la adqui-
sición de productos o servicios en páginas web en Colombia
Resumen
La Ley 1480 de 2011, conocida como Estatuto del Consumidor, sirve como medida para corregir la asimetría de la in-
formación en la adquisición de productos y servicios a través de páginas web en Colombia. En este escrito se estudió el 
concepto de asimetría de la información y cómo se presenta esta situación en el entorno digital, el análisis de la naturaleza 
jurídica de las páginas web en Colombia y cuándo se aplica la jurisdicción colombiana sobre estas, a la luz del Estatuto 
del Consumidor, los precedentes en materia de protección al consumidor por asimetría de la información con base en las 
resoluciones de la Superintendencia de Industria y Comercio, finalizando con una propuesta sobre cómo corregir la asime-
tría de la información en el contexto digital.

Palabras clave: Estatuto del Consumidor, protección al consumidor, páginas web, asimetría de la información, naturaleza 
jurídica de las páginas web, jurisdicción aplicable en la contratación por páginas web. 

The Consumer Statute a Way to Correct the Asymmetry of Information in the Acquisition of 
Products or Services in Web Pages in Colombia
Abstract
In this document we will study the Consumer Protection Law as a way to correct the information asymmetry in the procure-
ment of goods and services on websites in Colombia, we will start from the concept of asymmetric information, moving 
towards the concept in the digital world, the analysis of the legal nature of the web pages in Colombia and when the Con-
sumer Protection Law have jurisdiction over it, starting from the analysis of precedents of the resolutions of the Superin-
tendencia de Industria y Comercio, ending with a proposal to correct the asymmetry of information in the digital context in 
the future.

Keywords: Consumer protection law, consumer protection, web pages, asymmetry of the information, legal nature of the 
web pages and applicable jurisdiction in the contract by web pages.
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La asimetría de la información se presen-
ta cuando los vendedores de un producto y 
los compradores de este no tienen la misma 
información, no pudiendo estos últimos to-
mar decisiones basados en la información 
completa del producto y sus características. 
Si bien esta falla del mercado está presente 
en todas las transacciones tanto en el mun-
do real como en el virtual, en este escrito se 
analiza cómo en el entorno digital la asimetría 
de la información es corregida por el Estatu-
to del Consumidor, en la compra de bienes o 
servicios de consumo, al establecer las con-
diciones mínimas de información que debe 
consagrar el productor o expendedor del pro-
ducto o servicio que realice la venta a través 
de medios electrónicos. 

El análisis se centra en la asimetría de la in-
formación en medios digitales, particularmen-
te en páginas web, para lo cual se explica la 
ley aplicable a las transacciones de consumo 
realizadas por este medio; la obligación legal 
de informar a los consumidores, contenida 
en el Estatuto del Consumidor; se revisan los 
precedentes de protección al consumidor por 
asimetría de la información en medios elec-
trónicos, a partir de las resoluciones de la Su-
perintendencia de Industria y Comercio (sic), 
lo cual lleva a una propuesta sobre la pro-
tección al consumidor en el contexto digital, 
como forma de corregir a futuro la asimetría 
de la información. 

I. CONCEPTO DE LA ASIMETRÍA 
DE LA INFORMACIÓN 

La asimetría de la información fue estudiada 
por primera vez por George A. Akerlof, en el ar-
tículo titulado “El mercado de los “limones”: la 
incertidumbre de calidad y el mecanismo del 
mercado”, en 1970, al explicar el mercado de 
los vehículos y la diferencia de precios entre 
carros nuevos y usados, partiendo del supues-
to que en ambas categorías pueden haber ve-
hículos buenos y malos. A los vehículos malos 
los denominó “limones”. 

Los compradores en este mercado adquieren 
un nuevo automóvil sin conocer si es bueno o 
es un limón, puesto que generalmente no tie-
nen ningún tipo de conocimiento sobre las ca-
lidades del vehículo; con los autos usados el 
propietario conoce la calidad de estos después 
de pasado un tiempo (Akerlof, 1970). 

La asimetría de la información, en el caso del 
vehículo usado, surge porque el vendedor co-
noce las características del bien que va a ven-
der —al haber sido su propietario por un espa-
cio de tiempo—, mientras que el comprador no 
tiene esta información y, por tanto, no puede 
distinguir si se trata de un vehículo bueno o un 
limón. Generalizando, el vehículo nuevo tiene 
un mayor valor, ya que nadie conoce las carac-
terísticas, y por ende no se puede distinguir 
si es un vehículo bueno o un limón, mientras 
que en los autos usados el vendedor conoce 
las características de estos, y los compradores 
parten del supuesto que lo venden por estar 
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precios de todos los vehículos usados del mer-
cado (Akerlof, 1970).

Los vendedores siempre están más informa-
dos de la calidad de los productos o servicios 
que ofrecen (Chen y Yoon, 2010), mientras 
que los consumidores no pueden reconocer 
la diferencia en calidad y, por consiguiente, no 
pueden tomar su decisión basados en la infor-
mación completa de los productos (Sagi y Pa-
taki, 2009). Existe, por tanto, asimetría de la 
información cuando en un mercado de bienes 
y servicios al consumidor le resulta costoso 
verificar los atributos del producto, pero, por 
otro lado, el productor conoce perfectamente 
las características del bien o servicio que está 
vendiendo (Córdoba, 1999), pudiéndose pre-
sentar que los vendedores se aprovechen de 
la situación ocultando al comprador defectos 
del producto, un diseño de baja calidad u otros 
defectos (Richardson, 2011), sin que  el mer-
cado pueda corregir dicha situación al afectar 
el precio, ya que en la mayoría de los casos 
son productos nuevos o no tan comúnmente 
comercializados, como los vehículos utilizados 
por Akerlof en su ejemplo. 

 
II. ASIMETRÍA DE LA INFORMACIÓN 

EN EL CONTEXTO DIGITAL

En el contexto digital la asimetría de la informa-
ción, tal como la describió Akerlof (1970), no 
se puede aplicar, ya que los consumidores por 
medio de Internet pueden acceder no solo a un 
gran número de información sobre diferentes 

productos, sino a la opinión sobre la calidad de 
estos y la experiencia con ellos por parte de 
quienes los han comprado en línea (Moorhou-
se, 2003), lo cual resuelve en parte el proble-
ma de cuando el vendedor oculta información 
y los compradores iniciales no conocen las 
calidades del producto o servicio (Nevskaya, 
2012). 

En mercados digitales como el de los Estados 
Unidos, los mismos vendedores se han encar-
gado de depurar las asimetrías de la informa-
ción, al ofrecer soluciones para después de la 
compra, con el fin de reducir el riesgo de ad-
quirir productos con calidad desconocida, tales 
como garantías por venta, derecho a devolver 
el bien comprado en línea y pagar solo cuando 
se está satisfecho con el producto. Algunos au-
tores alegan que el argumento de la interven-
ción estatal con el fin de corregir la asimetría de 
la información, en contrataciones por páginas 
web, se debilita debido a la fuerza que Internet 
le da a los consumidores por el hecho de tener 
información en línea y en tiempo real sobre la 
calidad de los productos (Moorhouse, 2003). 

El supuesto anterior aplica en un país como Es-
tados Unidos, que a 2014 tenía 279´834.232 
usuarios de Internet, es decir, de la población 
total de 322´538.006 habitantes, el 86.75 % 
disponía de acceso a la Red, convirtiéndose en 
uno de los países con mayor porcentaje de ciu-
dadanos con acceso a este servicio (Internet 
Live Stats, 2016). 

En el caso de Colombia, en el 2014 habían 
25´660.725 usuarios de Internet, lo que re-
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que para entonces era de 48.929.706 habi-
tantes. Este porcentaje que tenía acceso a la 
Red era consecuencia del plan “Vive Digital 
2010-2014”, del Ministerio de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones (2010), el 
cual buscaba desarrollar Internet para contri-
buir a la reducción de la pobreza en el país. 

Al tratarse de dos economías, una en desa-
rrollo (la colombiana) y otra desarrollada (la 
estadounidense), la cifra de penetración de 
usuarios de Internet debe ser ponderada con 
las ventas anuales que se generan vía páginas 
web, ya que los Estados Unidos vendieron en 
el 2014 un total de $300 millardos de dólares 
(Enright, 2015), mientras que Colombia vendió 
en el mismo periodo 3.500 millones de dólares 
(El Tiempo, 2015), lo que lleva a concluir que 
una y otra se encuentran en periodos de madu-
ración diferentes en lo referente a la venta vía 
páginas web, siendo los colombianos menos 
proclives a la compra por estos medios, justifi-
cándose en la desconfianza en los medios digi-
tales (Semana, 2014). 

Si bien en las compras vía páginas web la asi-
metría de la información tiende a reducirse, 
al ser relativamente económico y fácil consul-
tar información de productos y la experiencia 
de otros usuarios, esto será cierto siempre y 
cuando el número de usuarios que adquiera 
productos sea lo suficientemente significativo 

para que se genere la experiencia de comuni-
dad, lo cual en el mercado colombiano no su-
cede, pues el volumen de compras vía Internet 
no genera la suficiente información de produc-
tos, y por ende no se reduce la asimetría de la 
información. 

En esta cultura de la desconfianza, el marco 
legal colombiano, por medio del Estatuto del 
Consumidor, busca corregir estas asimetrías 
de la información, generando confianza en 
los compradores al saber que tienen acceso a 
una información clara, veraz y suficiente, que 
les permite tomar decisiones de forma incluso 
más segura que cuando realizan las compras 
presencialmente. Sobre este aspecto, Remoli-
na (2013, p. 212) manifiesta: 

La confianza está estrechamente ligada a 
la seguridad. De no contar con medios elec-
trónicos seguros las actividades no crecerán 
en las escalas deseables. (…) Determinados 
aspectos que involucran el desarrollo de la 
confianza y la seguridad en el uso de medios 
electrónicos se pueden resumir (…) identidad, 
confidencialidad, integridad y no repudio.1 

Es por esto que antes de entrar a analizar el 
Estatuto del Consumidor se debe estudiar la 
naturaleza jurídica de las páginas de Internet, 
al ser el medio de comercio electrónico más 
utilizado, y cuándo se aplica la jurisdicción co-
lombiana a estas. 

1. Sobre este punto también pueden consultarse autores como Trías (2012) y Valdés (2009). Además, la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (2012) ha explicado su importancia en el marco internacional.
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aIII. NATURALEZA JURÍDICA 

DE LAS PÁGINAS WEB EN COLOMBIA 
Y JURISDICCIÓN APLICABLE POR 

LA ADQUISICIÓN DE BIENES 
Y SERVICIOS EN PÁGINAS WEB

Las compañías que ofrecen productos y ser-
vicios en Internet utilizan como medio para 
contactar a sus potenciales clientes las pági-
nas web. Es por esto que desde hace varios 
años la doctrina ha querido que se asimilen las 
páginas de Internet a los establecimientos de 
comercio. Sobre este punto la sic expresó en el 
Concepto 04108711 de 2004: 

Cabe precisar que un sitio web, si bien no exis-
te una definición legal, es considerado por la 
doctrina como “el conjunto electrónico de pá-
ginas localizado a través del nombre de domi-
nio”. A su vez, de acuerdo con el Diccionario de 
la Real Academia Española, una página web 
es un “Documento situado en una red infor-
mática, al que se accede mediante enlaces de 
hipertexto”. Establecido lo anterior se advier-
te que, posiblemente, en un sitio web pueden 
concurrir algunos de los bienes enunciados 
en el artículo 516 del Código de Comercio, de 
modo que aquellos, en conjunto, conformen 
un establecimiento de comercio. No obstante, 
el sitio web, considerado como “un conjunto 
de archivos electrónicos y páginas Web refe-
rentes a un tema en particular, que incluye 
una página inicial de bienvenida, generalmen-

te denominada home page, con un nombre de 
dominio y dirección en Internet específicos” no 
constituye dicho establecimiento.

Aunque dicho reconocimiento no se ha dado, la 
Cámara de Comercio de Bogotá, como entidad 
encargada de recopilar la costumbre mercan-
til local (Código de Comercio, artículo 86, nu-
meral 5), certifica “C.5. La página web o sitio 
de Internet hace parte del establecimiento de 
comercio. En Bogotá, es costumbre mercantil 
que la página web o sitio de internet se consi-
dere como parte integrante del establecimien-
to de comercio del empresario” [negritas y cur-
sivas en el original] (2011, p. 16). Lo anterior 
trae como consecuencia que al ser uno de los 
bienes organizados por el empresario para rea-
lizar los fines de la empresa (Código de Comer-
cio, art. 515), puede ser sujeto de enajenación 
como parte del establecimiento de comercio, o 
de forma individual. 

En el caso de presentarse un conflicto en la 
adquisición de un bien o servicio por medio de 
una página web de una compañía que tenga 
establecimientos de comercio abiertos al pú-
blico en el país, se podrá vincular a la empresa, 
persona jurídica o natural, que sea propietaria 
de dichos establecimientos de comercio, sur-
giendo la duda de la jurisdicción aplicable,2 
cuando las páginas web no hacen parte de una 
unidad económica organizada —empresa—, 
sino funcionan como único punto de contacto 

2. Cuando se hace mención al término jurisdicción aplicable se refiere a la ley aplicable en una determinada controversia jurídi-
ca, y por ende el poder de coacción del Estado para hacerla cumplir en un determinado territorio sobre las personas naturales 
o jurídicas. Para mayor profundidad se puede consultar a Bernate (2003, 2005) o Moreno (2013). 
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El Estado colombiano ha querido regular esta 
materia, y ha definido a las páginas web como 
el “documento situado en una red informática 
(web), al que se accede mediante enlace hiper-
texto” (Decreto 3512 de 2003, art. 8) y por me-
dio de la Ley 633 de 2000, art. 91, establece 
la siguiente obligación: 

Todas las páginas Web y sitios de Internet de 
origen colombiano que operan en el Internet 
y cuya actividad económica sea de carác-
ter comercial, financiero o de prestación de 
servicios, deberán inscribirse en el Registro 
Mercantil y suministrar a la Dirección de Im-
puestos y Aduanas Nacionales dian, la infor-
mación de transacciones económicas en los 
términos que esta entidad lo requiera.

Sobre este mismo punto la Corte Constitucio-
nal manifestó: 

Los deberes que consagra el artículo 91 
(…) se predican de las personas que efecti-
vamente prestan los servicios personales, 
económicos y financieros que se realizan por 
medio de páginas web, y sitios de internet – 
los agentes materiales de la actividad econó-
mica. (C-1147/2001, M. J. Cepeda). 

En este mismo sentido, la sic en Concepto 
05046273 de 2005 aclaró que 

únicamente están en obligación de inscribir-
se en el registro mercantil, las páginas web o 
sitios de Internet que además de ser de origen 
colombiano, desarrollen directamente su acti-
vidad económica, bien sea esta, comercial, fi-
nanciera o de prestación de servicios a través 
de la página web o sitio de Internet. En este 
sentido, resulta claro que en tanto una página 
de Internet no se utilice para la prestación de 
un servicio o para el desarrollo de una acti-
vidad económica, sino que tenga un carácter 
meramente informativo de tales servicios o 
actividad, como sería el caso por ejemplo, de 
una página informativa respecto de los ser-
vicios de salud que presta un hospital, dicha 
página web no tendrá que inscribirse en el 
registro mercantil que llevan las cámaras de 
comercio, dado que, como se ha advertido, la 
prestación del servicio, valga decir, la activi-
dad económica del hospital no se realiza por 
medio de la mencionada página web. 

Así las cosas, se puede concluir que la obliga-
ción de registrar la página web en el Registro 
Mercantil se predica de toda compañía que 
cumpla con la condición de ser de origen colom-
biano y desarrollar directamente su actividad 
económica,   comercial, financiera o de presta-
ción de servicios a través de dicha página. 

Este principio tiene elementos comunes con 
el denominado “test Zippo”, utilizado por la 
mayoría de Cortes de los Estados Unidos para 
determinar la jurisdicción en Internet (Jimé-
nez, 2015).3 Dicho test surgió por primera vez 

3. Sobre este punto se pueden consultar otros textos, como los de Rustad (2009) y Reed (2004). 
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ring Co. v. Zippo Dot Com, Inc., en el cual se 
determinó la jurisdicción personal en el nivel 
de interacción de la página web. La jurisdic-
ción personal se refiere al poder de la Corte 
de aplicar su jurisdicción a una persona que 
resida, tenga contacto, se encuentre notifica-
da en la ubicación donde la Corte tiene es-
tablecido su foro, y por último a la persona 
que manifestó su consentimiento para que se 
le aplicara la jurisdicción (Jiménez, 2015, p. 
29).

En materia de páginas web, la jurisdicción 
personal será directamente proporcional a la 
naturaleza y calidad de la actividad comercial 
que se realice en Internet, planteando una 
escala en los siguientes términos: a) La juris-
dicción personal se aplica cuando el acusado 
realiza contratos con los residentes de una 
jurisdicción extranjera, implicando el conoci-
miento de dicha condición y la transmisión rei-
terada de archivos de cómputo a través de In-
ternet. b) No se aplica la jurisdicción personal 
cuando el demandado simplemente publique 
información en una página web pasiva (que no 
genera interacción con el público), la cual es 
de libre acceso a cualquier persona con una 
conexión a Internet; y c) Por último, la jurisdic-
ción personal no está clara para los sitios web 
interactivos, donde el usuario puede realizar el 
intercambio de información con la página web, 
caso en el cual el ejercicio de la jurisdicción 
personal estará determinado por el nivel de 
interacción y naturaleza de la actividad comer-
cial que ocurra en la página web (Penssylvania 
District Court, 1997). 

Si bien directamente no se hace referencia al 
test Zippo en la legislación o jurisprudencia 
colombiana de forma directa, se puede traer 
como fuente de interpretación para determinar 
cuándo una página web tiene la intención de 
contactar u ofrecer sus servicios en Colombia. 
La vía para incluir el test Zippo en el derecho 
colombiano para determinar la jurisdicción apli-
cable es el Código de Comercio, artículo 7, el 
cual establece que la costumbre internacional 
es considerada como una fuente de interpre-
tación. Este artículo sería, a su vez, aplicable a 
las personas que se dedican profesionalmen-
te a realizar actos de comercio (Código de Co-
mercio, art. 19), así como a las personas que 
realizan alguno de los actos de comercio con-
sagrados en el artículo 20 del mismo Código, 
siendo las páginas web un medio para realizar 
las actividades descritas en dicho  Código.

Teniendo clara la obligación legal de registro 
de las páginas web, y la obligación contenida 
en la Ley 633 de 2000 que sigue el criterio del 
test Zippo, se pasa a analizar la jurisdicción 
aplicable en la contratación por medio de pá-
ginas web, cuando uno de los contratantes es 
un consumidor. 

Las normas de protección al consumidor, al 
ser de orden público, deben interpretarse en 
la forma más favorable al consumidor y no se 
pueden pactar cláusulas que excluyan la res-
ponsabilidad de las empresas, o modifiquen 
las obligaciones consagradas en la ley de pro-
tección al consumidor (Remolina, 2013). Al 
tratarse de una situación desigual en la cual 
el consumidor es la parte débil, no se puede 
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termine la jurisdicción, ya que dicha situación 
podría causar abusos por parte de algunas 
compañías que determinen una jurisdicción 
diferente a la residencia del consumidor, cau-
sándole que ejercer sus derechos se torne ex-
cesivamente costoso y engorroso (Fernández, 
2001). 

Ahora bien, en lo referente a la protección al 
consumidor en el comercio electrónico, el ca-
pítulo VI, artículo 50 de la Ley 1480 de 2011 
(Estatuto del Consumidor), establece: “Sin per-
juicio de las demás obligaciones establecidas 
en la presente ley, los proveedores y expende-
dores ubicados en el territorio nacional que 
ofrezcan productos utilizando medios electró-
nicos, deberán (…)”.4 

La ley de protección al consumidor estable-
ce una condición de aplicabilidad de sus nor-
mas, condicionada a que la empresa debe 
encontrarse en el territorio colombiano. Dicha 
condición no se encontraba en el proyecto de 
ley inicial, presentado a la Cámara de Repre-
sentantes por Simón Gaviria (Congreso de la 
República de Colombia, 2010). El capítulo de 
comercio electrónico se incluyó en el Informe 
de ponencia para primer debate al proyecto de 
ley 252 de 2011 Senado, del Congreso de la 
República (2011), justificado así: 

El propósito de este nuevo capítulo es regular 
el comercio electrónico, un sector que está 

en auge, y que ha generado modificación del 
mercado, nuevos aspectos en la relación y en 
los deberes y derechos de las partes (com-
prador, consumidor, vendedor, proveedor, 
productor) y la aplicación y creación de leyes, 
entre otros aspectos. Ante los cambios, la 
legislación siempre se da más lenta que los 
fenómenos sociales y aparecen para regular, 
controlar y resguardar al ciudadano. 

No se justifica la condición de aplicabilidad de 
las normas de protección al consumidor a las 
páginas web de proveedores y expendedores 
ubicados en el territorio nacional, pudiéndose 
aducir que siguieron la lógica de la costumbre 
mercantil, que reconoce a las páginas web 
como elemento del establecimiento de comer-
cio utilizado para la comercialización de bienes 
y servicios. Así mismo, se excluyen las páginas 
web de empresas domiciliadas en el extranje-
ro que ofrezcan sus servicios o comercialicen 
productos entre consumidores residentes en el 
territorio colombiano. 

IV. ESTATUTO DEL CONSUMIDOR COMO 
FORMA DE CORREGIR LA ASIMETRÍA 

DE LA INFORMACIÓN EN COLOMBIA

Uno de los principales objetivos de la Ley 1480 
de 2011 (Estatuto del Consumidor), es que 
el consumidor reciba información veraz, com-
pleta y comprensible, de manera que pueda 
tomar decisiones con pleno conocimiento del 

4. Si bien no se define medios electrónicos en la ley, la mayoría de los casos han recaído sobre páginas web, como se verá más 
adelante. 
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2013), buscando con esto reducir la asimetría 
de la información que existe en el intercambio 
de bienes y servicios en la web. 

Es por esto que se entra a analizar cómo el Es-
tatuto del Consumidor consagra el derecho a 
la información no solo para productos adqui-
ridos en la web, sino para cualquier producto, 
partiendo del análisis de la exposición de mo-
tivos de la Ley 1480, que en el numeral 3.3 
establece: 

La información que el proveedor o productor 
suministre es un elemento vital que le per-
mitirá a los consumidores ejercer y hacer 
efectivos sus derechos. De la información, 
particularmente de la suficiencia y claridad 
con la que se proporcione, dependerá la 
satisfacción de los intereses y necesidades 
de los consumidores. Siendo este un factor 
de suma relevancia para los consumidores, 
se previó la obligación a cargo del produc-
tor de brindar información clara, veraz y 
suficiente sobre los productos que ofrecen. 
Se establece responsabilidad en cabeza de 
productores y proveedores por los daños 
que ocasionen como consecuencia de la 
inadecuada o insuficiente información que 
proporcionen al consumidor. (Congreso de 
la República, 2008). [Cursivas fuera del tex-
to original].

Es pertinente definir y aclarar qué se entiende 
por los atributos mínimos que deben verificar-
se respecto de la información suministrada por 
los productores, a saber: 

Claridad: este elemento impone que sea in-
equívoca, indiscutible, incuestionable, la infor-
mación que se suministra al consumidor sobre 
el producto. Que se indiquen los componentes, 
las propiedades, calidad e idoneidad de los 
productos que se ofrezcan o pongan en circu-
lación de manera clara e inequívoca (sic, R. 
43142/2012). 

Veracidad: se refiere a la realidad y certeza 
de la información, lo cual implica que debe 
ser ajustada a la realidad, además que debe 
ser cierta y comprobable. Así las cosas, debe 
existir correspondencia entre los atributos que 
se ofrecen respecto del bien, y los que efec-
tivamente se otorgan al consumidor (sic, R. 
213/2014). 

Asimismo, sobre este tema la Corte Constitu-
cional ha manifestado:

La información es un derecho cuya natura-
leza es de doble vía, así atendiendo a las 
restricciones constitucionales antes anun-
ciadas (subnumeral 2.1) la información debe 
ser veraz y, por esto, debe estar circunscrita 
a realidades fácticas que pertenecen al mun-
do de lo objetivo, es decir, que existen sin 
depender del sujeto que los conoce pues la 
veracidad de la información se circunscribe 
a hechos o a anunciados de carácter fáctico 
que pueden ser verificados. (T-080/1993, E. 
Cifuentes). 

Suficiencia: implica que la información que se 
suministre a los consumidores debe ser com-
pleta, con el fin de que estos cuenten con los 
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tre la variedad de los bienes y servicios que 
se ofrecen en el mercado, y puedan adoptar 
decisiones de consumo razonables (sic, R. 
213/2014).

A la obligación que tiene el productor o provee-
dor de suministrar a los consumidores infor-
mación clara, veraz y suficiente, se extendió en 
la Ley 1480 de 2011, artículo 23, la obligación 
de entregar información “oportuna, verifica-
ble, comprensible, precisa e idónea sobre los 
productos que ofrece”, aclarándose adicional-
mente que la información mínima debe estar 
en castellano. 

Como se evidencia, el principio de la informa-
ción del Estatuto del Consumidor se reduce a 
la asimetría de la información que existe en la 
relación consumidor y proveedor-productor del 
producto o servicio, buscando de esta forma 
que las decisiones de escogencia de un pro-
ducto se tomen a la luz de sus características 
e idoneidad, corrigiéndose por vía legal la inefi-
ciencia del mercado por razones de asimetría 
de la información. 

Si bien el principio de la información tiene re-
levancia en la compra de bienes y servicios en 
el mundo físico, en las compras realizadas vía 
páginas web la asimetría de la información es 
mayor, al no poder el cliente “ver” el produc-
to, es decir, percibir las calidades de este me-
diante sus sentidos, quedando supeditado a la 
descripción que realiza el oferente del produc-
to; incluso, el potencial comprador no conoce 
quién es el vendedor del producto o servicio. 

Por esto, la Ley 1480 de 2011 establece en 
el artículo 50 las siguientes obligaciones es-
peciales para productos vendidos por medios 
electrónicos: 

a) Se debe informar de forma cierta, fidedigna, 
clara y accesible, la identidad del vendedor 
del producto o servicio, especificando su 
nombre o razón social, número de identifi-
cación sea persona natural o jurídica, direc-
ción, correo electrónico y demás datos de 
contacto. Lo que permita al comprador co-
nocer quién está detrás de la página web, 
reduciendo de esta forma el riesgo de ad-
quirir un producto y que desaparezca el ofe-
rente una vez se realice el pago, siguiendo 
el principio que solo aplica para empresas o 
expendedores que se encuentren en el terri-
torio colombiano y que ofrezcan sus produc-
tos a través de páginas web. 

 
b) Se debe suministrar información cierta, fi-

dedigna, clara y actualizada respecto de los 
productos que se ofrecen, identificándose 
las características de tamaño, peso, medi-
da, el material en el que está fabricado, el 
origen, el modo de fabricación, los compo-
nentes del producto, los usos y la forma de 
empleo, lo cual debe permitir al consumidor 
hacerse una representación lo más aproxi-
mada a la realidad de las calidades del pro-
ducto. 

c) Con respecto a la forma de realizar el pago, 
se debe informar los medios que se tienen 
para esto, el tiempo de entrega del bien, el 
derecho de retracto que tiene el comprador 
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a(al tratarse de ventas a distancia), así como 

el derecho para ejercerlo. 

d) En lo que respecta al precio, se debe indi-
car el valor total, incluyendo todos los im-
puestos, costos y gastos que debe pagar el 
comprador; los gastos de envío, los cuales 
deben estar separados del precio del pro-
ducto, evitándose de esta forma costos ocul-
tos que podrían llevar al consumidor a un 
engaño en el momento de tomar la decisión 
de adquirir el producto. Así mismo, antes de 
finalizar la compra, se deberá presentar un 
resumen de la transacción, teniendo como 
fin que el comprador verifique su orden, y de 
ser necesario la cancele o la corrija. 

e) Al ser un contrato de adhesión5 el que se 
realiza en la adquisición de bienes y servi-
cios a través de medios electrónicos, y las 
páginas web el mecanismo más adecua-
do, dichas páginas deben no solo publicar 
las condiciones generales de los contratos, 
sino cuidar que tales condiciones sean fácil-
mente accesibles a la consulta del público 
en general y no solo a los compradores. 

f) Una vez realizada la transacción, el provee-
dor o vendedor deberá remitir un acuse de 
recibo con información precisa del tiempo 
de entrega, el precio que se cobró por la 

transacción, incluyendo los impuestos, gas-
tos de envío y la forma en que se realizó el 
pago. Tiene así mismo la obligación de guar-
dar la prueba de la transacción y entrega 
del producto, por el mismo tiempo que debe 
guardar los documentos del comercio,6 de 
modo que pueda ser verificable por la auto-
ridad competente.

g) El proveedor o vendedor de un producto de-
berá garantizar los mecanismos de seguri-
dad apropiados y confiables, que garanticen 
la protección de la información personal 
del consumidor y de la transacción misma, 
siendo responsable por las fallas en la se-
guridad de las transacciones realizadas en 
la página web. Lo anterior implica que la 
sustracción de cualquier información de tar-
jetas de crédito o los medios de pago utiliza-
dos por el consumidor, será responsabilidad 
del proveedor, del productor o vendedor del 
producto que utiliza la página web como ca-
nal de ventas.7 Esta obligación está estable-
cida en la Ley 1581 de 2012, artículo 2 y en 
el Decreto 1377 de 2013, artículo 26.

h) Por último, se debe disponer en la página 
web un mecanismo para que el consumidor 
pueda radicar sus peticiones, quejas o recla-
mos, dejar constancia de la fecha de radica-
ción y realizar cualquier consulta posterior. 

5. Ver definición de contrato de adhesión en el artículo 5, numeral 4, de la Ley 1480 de 2011.

6. Conforme a la Ley 962 de 2005, artículo 28, este periodo es de diez años. Para más información sobre ese periodo consultar 
la sentencia de la Corte Constitucional C-832 del 11 de octubre de 2006. 

7. Sobre este tema se pueden consultar: Mingi, Wei y Zou (2010), Pearson y Benameur (2010) y Timmermans, Carsten, Ikonen 
y Bozdag (2010). 
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teriormente expuestas, que el Estatuto del 
Consumidor busca corregir la asimetría de la 
información que se presenta en la adquisición 
de bienes y servicios a través de medios elec-
trónicos, y procurar un equilibrio entre el con-
sumidor y el productor.

V. PRECEDENTES DE PROTECCIÓN 
AL CONSUMIDOR POR ASIMETRÍA 

DE LA INFORMACIÓN EN LA COMPRA 
DE BIENES Y SERVICIOS EN PÁGINAS 

WEB EN COLOMBIA 

Con el fin de analizar el cumplimiento de las obli-
gaciones de información consagradas en la le-
gislación colombiana, se realizó una revisión de 
las resoluciones de la sic desde la promulgación 
de la Ley 1480 de 2011 hasta el 31 de diciem-
bre del año 2015, buscando determinar cómo 
dicha Superintendencia ha ejercido la función 
legal de “Dirección de Investigación de Protec-
ción al Consumidor”,8 corrigiendo la asimetría 
de la información presente en las transacciones 
realizadas en páginas web en Colombia. 

A. Resolución 0524 de 2014

En esta resolución se analiza la queja de un 
consumidor, del 24 de septiembre de 2012, 
frente a la página web www.despegar.com, en 
la cual según el quejoso:

En la publicidad, en periódicos, email y el 
portal de internet, se anuncian sensaciona-
les ofertas de hoteles, vuelos y alquiler de ve-
hículos pero cuando uno entra para obtener 
más información e intenta reservar, la infor-
mación de los precios cambia, incrementán-
dose el valor de los servicios ofrecidos. (sic, 
R. 0524/2014). 

Sobre esto, la sociedad Servicios Online S.A., 
propietaria de la página web, informó que el 
precio ofertado en la página principal incluye 

todo, tarifa neta, impuestos, cargo de com-
bustible (está incluido entre la tarifa neta o 
entre los impuestos), tarifa administrativa y 
el total (…) el valor del producto se observa 
tanto al ingreso a la página como durante 
la cotización, desagregando los valores. La 
publicidad se hace con precio final. (sic, R. 
0524/2014).

En esta ocasión, la sic cita la Ley 300 de 1996, 
denominada Ley de Turismo, la cual en su artí-
culo 71 hace referencia a que: 

Los prestadores de servicios turísticos po-
drán ser objeto de sanción cuando incurran 
en cualquiera de las siguientes conductas: 
(…) c) Ofrecer información engañosa o dar 
lugar a error en el público respecto a la mo-
dalidad del contrato, la naturaleza jurídica de 
los derechos surgidos del mismo y sus con-
diciones o sobre las características de los 

8. Para conocer las funciones de la Dirección de Investigación de Protección al Consumidor revisar el Decreto 4886 de 2011, 
artículo 12.
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y obligaciones de los turistas. [Cursivas fuera 
del texto original].

En el análisis de la información que realiza la 
sic a la luz del Estatuto del Consumidor, mani-
fiesta: 

Uno de los aspectos esenciales que se en-
cuentran incluidos en la información de un 
producto es el precio que se debe pagar para 
poder adquirirlo. El precio permite al consu-
midor comparar entre los diferentes produc-
tos que se comercializan en el mercado, y 
orientar de manera acorde con sus intereses 
la decisión de comprarlo o no, lo cual pasa 
por escoger de quién de los agentes del mer-
cado adquirirlo.
(…)
El legislador en el artículo 24 de la Ley 1480 
de 2011, claramente dispuso que la indica-
ción del precio hace parte de la información 
mínima que debe ser suministrada a los con-
sumidores. 
(…) 
Nótese cómo el legislador dispuso de mane-
ra consistente tanto en el régimen general de 
protección al consumidor como en el espe-
cial,9 que al consumidor se le debe informar 
un único precio global, el cual necesariamen-
te debe incluir todos los precios accesorios al 
valor del bien o servicio a adquirir.
(…)
En consecuencia, este Despacho no puede 
aceptar que la sociedad investigada plantee 

siquiera la posibilidad de que exista un pre-
cio inicial anunciado al que se le van adicio-
nando rubros que arrojan un precio final, que 
únicamente es conocido por el consumidor 
precio al pago. (R. 524/2014). 

De lo expuesto se puede concluir que uno de 
los factores por los cuales el consumidor de-
termina la adquisición o no de un bien es el 
valor de este, lo cual cobra especial importan-
cia en las páginas web, dado que origina una 
asimetría de la información mayor en el mun-
do digital que en el real, ya que el consumidor 
puede determinar el precio final solo hasta que 
va a realizar el pago. La ley de protección al 
consumidor busca corregir dicha asimetría, al 
solicitar que desde el momento que la persona 
ingrese a la página encuentre el precio final, 
lo cual evita aprovecharse de la posición en la 
cual se encuentra el vendedor y, por ende, co-
brar un mayor valor al consumidor despreveni-
do, que decidió la compra por el primer precio 
ofrecido, sin fijarse en la diferencia con el valor 
final. 

B. Resolución 49586 de 2014

Aquí la sic estudia la queja de un consumidor 
en contra de la sociedad Almacenes Éxito S.A., 
propietaria de la página web www.exito.com. El 
quejoso manifiesta: 

En varias ocasiones he recibido correos elec-
trónicos publicados del éxito.com en donde 

9. Haciendo referencia a la Ley 300 de 1996, anteriormente citada. 
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nunca encuentro, y hoy nuevamente ocurre 
este caso, donde para mí esto es publicidad 
engañosa, ya que en la página principal en 
el tercer slide ofrecen televisores Samsung 
3d Smart Tv y dice desde $674.900, pero al 
ingresar a buscar uno de estos televisores 
el más económico es de $799.920, de he-
cho (sic) el más económico es de $719.920, 
pero este último no cumple las especifica-
ciones ofrecidas en la página inicial. (sic, R. 
49586/2014).

A su vez, Almacenes Éxito afirma: 

Desafortunadamente para este caso en con-
creto, sí existió un error humano al ingresar 
los datos de la promoción al sistema, ya que 
en vez de ingresar el 10% adicional de des-
cuento al pagar con la tarjeta ÉXITO, única-
mente se ingreso (sic) el 5% por lo que el tv 
(sic) mencionado anteriormente no quedo 
(sic) en $674.900 como se supone debería 
haber estado, sino en un máximo de des-
cuento de $719.920. (sic, R. 49586/2014).

La Superintendencia señala al respecto: 

Esta Dirección advierte la clara y evidente 
violación de lo dispuesto por el literal b) del 
artículo 50 de la ley 1480 de 2011, por cuan-
to la información suministrada al público res-
pecto de las promociones referida al televi-
sor Tv (…) publicitada en la página web de 
la investigada, no resulta clara, cierta ni fide-
digna conforme a lo dispuesto por el artículo 
en mención, ya que el precio de descuento 

ofrecido al público por medios electrónicos 
resulta discordante con el que efectivamente 
fue cobrado a los consumidores. Adicional-
mente, la devolución del 5% pagado en exce-
so no se hizo en dinero, sino que condicionó 
al consumidor para que tuviera que acceder 
a dicho portal web. (R. 49586/2014). 

En virtud de lo señalado por la sic en el anterior 
aparte, se deduce que el deber de informar el 
precio final del bien a comprar en una página 
web debe ser cierto, claro y fidedigno, desde el 
momento que se anuncia al público hasta el 
momento en que el cliente realiza la transac-
ción de compra, no pudiéndose aducir errores 
humanos como atenuante de la conducta, al 
estar inmersos en las causales del artículo 50 
de la Ley 1480 de 2011. 

Así mismo, vale la pena resaltar que la inves-
tigación se inicia por la queja del consumidor 
respecto a un correo electrónico recibido de 
dicha compañía y no por información de la pá-
gina web. Sin embargo, al establecer el régi-
men de protección al consumidor en medios 
electrónicos, la norma no individualiza o define 
qué se entiende por medios electrónicos, por 
lo cual la interpretación se extiende a cualquie-
ra de ellos: correos, páginas web o incluso apli-
caciones móviles. 

Con respecto a la asimetría de la información, 
aunque el quejoso alega una conducta de pu-
blicidad engañosa, la sic analiza la conducta de 
Almacenes Éxito alrededor de la violación a la 
obligación de información establecida en la ley 
de protección al consumidor, particularmente 
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que como se ha reiterado a lo largo del presen-
te escrito, tiene como objeto que el consumi-
dor tenga la misma información que el produc-
tor para que no se encuentre en una situación 
de desigualdad; por ende, lo que se busca es 
corregir la asimetría y que ambas partes pue-
dan negociar en igualdad de condiciones .
 

C. Resolución 81476 de 2014 

La Dirección de Investigaciones de Protección 
al Consumidor, de la sic, en esta resolución 
manifiesta que conoció sobre quejas presenta-
das en contra de la sociedad Cuponatic Colom-
bia S.A.S, razón por la cual mediante oficio del 
16 de julio de 2013 le requirió a la sociedad 
indicar en qué consistió la promoción por me-
dio de la cual se ofreció un descuento en las 
tarjetas de Transmilenio, relacionando los tér-
minos, condiciones de tiempo (vigencia), modo 
y lugar y las restricciones. 

En dicha resolución la sic hace referencia al ar-
tículo 26 del Estatuto del Consumidor, y acla-
ra que en materia de información pública de 
precios “el proveedor está obligado a informar 
al consumidor, en pesos colombianos el precio 
de venta al público, incluidos todos los impues-
tos y costos adicionales de los productos”, rei-
terando su posición con el artículo 50 del mis-
mo Estatuto, el cual como se vio anteriormente 
hace referencia al principio de información y 
las obligaciones cuando se ofrezcan productos 
o servicios en medios electrónicos, por parte 
de empresas ubicadas en Colombia. 

Recalca la sic: 

Se debe resaltar que el precio que le es infor-
mado al público debe corresponder al precio 
total o final del producto, integrando en su 
valor los impuestos y demás costos adicio-
nales. La finalidad de dicha disposición no 
es otra que la de evitar que el consumidor 
caiga en confusiones o sea inducido a error 
por medio de la publicidad en lo referente al 
precio, y que por el contrario cuente con una 
información veraz y suficiente del precio de 
los bienes o servicios que le son ofrecidos, 
para que de esta forma pueda tomar una de-
cisión objetiva y consiente de consumo. (…) 
Se debe advertir que la información así sumi-
nistrada, resulta insuficiente, llevando consi-
go la posibilidad de inducir a error a los con-
sumidores, ya que la investigada no informó 
en la publicidad, los elementos necesarios e 
indispensables para la adecuada compren-
sión u oferta en cuestión, ni las condiciones 
y procedimientos para acceder a la misma 
impidiendo que los consumidores pudieran 
tomar decisiones acertadas y conscientes 
del consumo. (R. 81476/2014).

Continuando la sic con la misma posición ex-
presada en las anteriores resoluciones, en 
esta particularmente no solo trata la asimetría 
de la información al señalar la importancia de 
una información veraz y suficiente para que el 
consumidor pueda tomar decisiones objetivas 
sobre las calidades del producto, sino que ade-
más aclara que la finalidad de dicha norma es 
evitar que el consumidor caiga en confusiones 
o sea inducido a error en lo referente al precio 
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informar los elementos necesarios e indispen-
sables para la adecuada comprensión de la 
promoción u oferta por parte del consumidor. 
La obligación de información no solo atiende 
a lo que se diga en la página web, sino a que 
esta debe ser presentada de tal forma que no 
induzca a error al comprador.

D. Resolución 81477 de 2014

La sic, a través de la Dirección de Investigacio-
nes de Protección al Consumidor, tuvo cono-
cimiento de quejas en contra de la sociedad 
Groupon Colombia S.A.S., una de ellas sobre el 
cobro por unos bienes que la quejosa no soli-
citó, y otra sobre la adquisición de un producto 
que no cumplía las expectativas informadas. 
Por el objeto del presente estudio, a continua-
ción se transcribe lo señalado por la sic en la 
resolución en comento: 

Motivada por la “Promesa Groupon” adqui-
rió un Groupon de un producto capilar de-
nominado keratine que no cumplió con las 
expectativas informadas, ya que se suponía 
que dicho tratamiento le proporcionaría un 
alisado total de su cabello por un periodo 
de 4 meses, lo cual no sucedió, procediendo 
entonces a reclamar ante la peluquería, de 
donde le respondieron que tendría que pagar 
un valor adicional si quería hacer efectiva la 
garantía, reclamó entonces ante Groupon, 

recibiendo como respuesta a su reclamo que 
solo le devolverían el 20% del Groupon. (sic, 
R. 81477/2014). 

Resulta particularmente interesante el presen-
te caso, porque a diferencia de las resolucio-
nes anteriores, en esta la sic señala que las 
falencias en la calidad de la información sumi-
nistrada al consumidor no se presentaron en el 
precio del bien, sino en los términos y condicio-
nes de garantía ofertados por la página web:10 

En un análisis preliminar de la información 
recaudada se observa: Que en la publicidad 
se ofrece una “promesa” de solucionar los 
inconvenientes presentados, o la devolu-
ción del dinero del Groupon, sin embargo, 
en los términos y condiciones se señala ex-
presamente que Groupon no asume la ga-
rantía de los productos ni responde frente 
a los clientes. Que de acuerdo con la queja 
presentada (…), el cumplimiento de la “Pro-
mesa Groupon”, esta condición es particular 
de los productos ofrecidos situación que no 
se evidencia dentro de la publicidad. (sic, R. 
81477/2014).

Y determinó: 

Frente a los anteriores argumentos y la evi-
dencia recaudada, esta Dirección advierte la 
infracción de lo dispuesto por los artículos 
29 y 30 de la ley 1480 de 2011, debido a 
que la investigada al anunciar en la publici-

10. La sic se manifestó posteriormente sobre la venta de productos con cupones de descuento en páginas web, al sancionar a la 
empresa Cuponidad S.A.S. por no contestar un requerimiento de dicha entidad (sic, R. 1687/2015).
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mos que siempre tengas una gran experien-
cia con Groupon y por eso te prometemos lo 
siguiente: si usas un Groupon antes de su 
fecha de expiración, te vas de viaje con noso-
tros o adquieres uno de nuestros productos y 
te sientes decepcionado con la experiencia, 
avísanos. Nosotros nos encargaremos de dar-
te una respuesta o de devolverte tu dinero”, 
se compromete de manera expresa y directa 
frente a los posibles inconvenientes que pu-
dieran presentar los bienes o expectativas en 
los consumidores, que cuentan con un respal-
do dirigido a la devolución del dinero, recla-
mación presentada por (…), no se cumple ya 
que en retribución no le ofrecieron la devolu-
ción de la totalidad del dinero por ella pagado, 
sino solo una fracción del monto total y no en 
efectivo sino en créditos Groupon, lo cual no 
corresponde con las expectativas generadas y 
no dando cumplimiento a las condiciones ob-
jetivas anunciadas inicialmente en dicha pu-
blicidad, las cuales fueron las que motivaron 
a la quejosa a tomar su decisión de consumo, 
toda vez que generaron la confianza de contar 
con el respaldo de la investigada en relación 
con la garantía de la devolución del dinero en 
caso de insatisfacción. (sic, R. 81477/ 2014). 

El extracto anteriormente citado de la resolu-
ción es relevante, porque el deber de informar 
tiene como eje fundamental que la información 
sea clara, veraz y suficiente, cosa que en este 
caso no sucede, al ofrecer una garantía total 
al consumidor y cambiar las condiciones una 
vez se realiza la transacción y se exige el cum-
plimiento de lo prometido. Aquí no solo existió 

asimetría de la información, sino que la prome-
sa por parte de la compañía ni fue cierta, ni se 
cumplió con la premisa de devolver el dinero 
en caso de inconformidad.

Además, al hacer un peritaje de la página web, 
la sic encontró que los precios de algunos de 
los Groupones no cumplían con la obligación 
legal contenida en el artículo 26 del Estatuto 
del Consumidor, puesto que: 

El precio total de venta informado al públi-
co no incluye el impuesto de valor agregado 
– iva, el cual se discriminó aparte y en letra 
chica, lo que podría incurrir en error al con-
sumidor, ya que al informar el precio total 
de venta al público sin incluir todos los im-
puestos y gastos adicionales, en este caso el 
impuesto al iva, se crean falsas expectativas 
de un precio menor al que efectivamente co-
rresponde al valor total por cobrar. (sic, R. 
81477/2014).

En este aparte la sic retoma lo manifestado en 
las anteriores resoluciones, respecto a que el 
precio del bien debe ser informado a los con-
sumidores de forma completa, para evitar que 
incurran en un error en la adquisición, corri-
giendo de esta forma la asimetría de la infor-
mación. En este dictamen la sic, por primera 
vez, se refiere a su Circular Única, en la cual fija 
los criterios de interpretación de la Ley 1480 
de 2011, que en su numeral 2.3.1 relativo al 
sistema de indicación de precios establece:

En cualquier sistema de información sobre 
precios dirigida a los consumidores, se debe-
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incluirá cualquier cargo adicional o impuesto 
a que hubiere lugar, sin perjuicio de su dis-
criminación en las facturas conforme a las 
disposiciones tributarias. (sic, 2011). 

Documento en el cual reitera la obligatorie-
dad de establecer el precio del bien de forma 
completa, en cualquier medio que se utilice 
para publicitar el producto, lo cual incluye a la 
página web utilizada para contactar a los po-
tenciales consumidores con el producto o ser-
vicio que se ofrece; de ahí la obligación legal 
expresa de que en esta el precio siempre debe 
ser completo, para permitir que el consumidor 
tome la decisión de compra con todos los ele-
mentos de juicio posibles, teniendo la misma 
información que el vendedor del producto. 

E. Resolución 82086 de 2014

A lo largo del 2014 la sic recibió diez quejas de 
diferentes usuarios en contra de la sociedad 
Linio Colombia S.A.S., propietaria de la página 
web www.linio.com.co. El estudio lo centró en 
la aparente violación de los artículos 26 (infor-
mación pública de precios), 29 y 30 (publicidad 
engañosa), 33 (promociones y ofertas) y 50 (di-
rección de notificaciones judiciales e inclusión 
de escala de productos) de la ley de protección 
al consumidor. Por fines académicos se analiza 
cada uno de los cargos, de forma independien-
te, en el orden antes expuesto. 

En lo referente a la información pública de pre-
cios manifestó Linio lo siguiente:
 

Tenemos absoluta claridad sobre el hecho 
de que el precio del producto es específica-
mente el valor de compra del mismo y que 
dicho valor debe ser cierto y claro para el 
consumidor por lo que el mismo no puede 
confundirse con los gastos de transporte del 
producto. Así mismo manifestó que en otras 
palabras el costo del transporte no hace 
parte del precio de venta y por lo mismo es 
comunicado en forma separada del precio y 
presentado al consumidor en un momento 
previo al cierre de la compra. No es cierto 
ni posible entonces que el consumidor sea 
sorprendido por un repentino e inexplicable 
aumento del precio o que termine pagando 
una suma distinta al envío por manipulación 
o voluntad de LINIO. Adicionalmente adjunto 
que el valor a pagar por el consumidor (total) 
discrimina en forma clara el precio del pro-
ducto el cual coincide con aquel promocio-
nado en el sitio y el costo del transporte y 
el descuento derivado del uso de cupones o 
promociones. (sic, R. 82086/2014). 

Y concluye la sic sobre este punto: 

Luego de analizar la evidencia fotográfica re-
cogida durante la inspección a la página web 
de la investigada y lo esgrimido por la defen-
sa, esta dirección encuentra como no proba-
da la violación del artículo 26 de la ley 1480 
de 2011, toda vez que la norma en mención, 
establece que “(…) los costos adicionales al 
precio, generados por estudio de crédito, se-
guros, transporte o cualquier otra erogación 
a cargo del consumidor, deberá ser informa-
da adecuadamente, especificando el motivo 
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se evidencia (…) se informó de manera clara 
y adecuada a los consumidores permitiéndo-
se tomar una decisión consciente de consu-
mo frente al público, así como también de 
los costos adicionales a este, como lo es el 
envío o transporte de los productos en caso 
de cobrarse tal concepto al consumidor. (R. 
82086/2014). 

Es preciso resaltar que de las resoluciones 
hasta este momento estudiadas en el presente 
escrito, el caso de Linio es el único en el cual 
la sic exime de responsabilidad a una empresa 
por la obligación de informar los precios de for-
ma clara y expresa, por ser un costo de trans-
porte que, según la ley, se trata de costos de 
transacción que no son inherentes al producto, 
sino a la naturaleza de la actividad realizada 
por páginas web, trayendo como consecuencia 
que si el consumidor conoce que dicho valor se 
le cobrará, no se puede alegar una asimetría 
de la información. 

En cuanto al cargo de publicidad engañosa la 
sic señala: 

En primer término es preciso aclarar que 
Linio contrata la publicación de avisos con 
Facebook. Facebook es un medio indepen-
diente, sin vinculación alguna con Linio y 
que realiza las publicaciones dentro de sus 
propias reglas, términos y condiciones. En 
el entorno digital y pese a la venta de inme-
diatez que le son propios, la presentación de 
avisos y anuncios en medios digitales en mu-
chos aspectos [sic] similar a la que se hace 

en medios tradicionales. En este sentido, 
existen limitaciones de tiempo que pueden 
provocar que precios actualizados en la pá-
gina web de Linio, la cual es de su exclusivo 
manejo encontrándose bajo su control, no 
coincidan por ventanas de tiempo reducidas, 
con campañas presentadas en medio inde-
pendiente y que por ende no se encuentra 
bajo el control de Linio. (…) La variación de 
los precios en los diferentes portales se de-
bió a que en la campaña de Facebook hubo 
una demora en la actualización de la infor-
mación no imputable y enteramente fuera 
del control de Linio Colombia. Mi represen-
tada actualiza los precios en el sistema, los 
cuales se ven reflejados inmediatamente en 
la página mientras que en Facebook, dicha 
empresa debe cancelar la imagen, proceso 
que puede en la práctica tomar entre tres (3) 
y veinticuatro (24) horas. (R. 82086/2014). 

Sobre este cargo la sic manifiesta:
 

Si bien es cierto que la página Facebook, es 
independiente al objeto social o actividad 
económica de la investigada, esto no exime 
a esta última de la responsabilidad que so-
bre ella recae frente a los consumidores, por 
la información que suministre, promocione 
y/o publicite. En otras palabras, el anuncian-
te será responsable y estará obligado a las 
condiciones objetivas y específicas anuncia-
das en la publicidad, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 29 de la ley 1480 
de 2011 (…). Se evidencia cómo la publici-
dad anunciada por la investigada (…), resul-
ta engañosa por cuanto generó expectati-
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coincidieron con la realidad, dado que se 
les cobró un valor mayor al anunciado en la 
página de Facebook, situación que tiene la 
potencialidad de hacer caer en error a los 
consumidores o destinatarios de la oferta. 
(R. 82086/2014). 

Aunque el objeto principal del presente escrito 
no es la publicidad engañosa,11 se debe ana-
lizar el cargo anteriormente expuesto a la luz 
de la responsabilidad de la información que 
se publicita no solo por medios propios, sino 
por terceros, ya que como se evidencia en el 
extracto acabado de citar, la compañía es res-
ponsable por los precios que establezca tanto 
en su propia página web como en las terceras 
que utilice para ofertar sus productos, incluso 
si lo hace mediante una red social, así no ten-
ga control sobre sus contenidos. Con esto se 
busca evitar confusiones y engaños en el con-
sumidor, corrigiendo la asimetría de la informa-
ción entre este y el proveedor y expendedor. 

En este acto administrativo la sic sanciona por 
primera vez a una empresa por no entregar al 
consumidor información clara, veraz y suficien-
te a través de una red social,12 lo que abre el 
camino para que cualquiera que sea el método 
electrónico utilizado para la entrega de la in-

formación de la forma adecuada, la empresa 
pueda ser sujeta de sanciones. 

En lo referente a una presunta violación del ar-
tículo 33 de la Ley 1480 de 2011, relativo a 
promociones y ofertas, la sic anota: 

Se observa que en la página de internet www.
linio.com.co se hacen las ofertas “Recibe 
$10.000 por suscribirse a nuestro boletín” y 
¡Gana $22.500 por amigo!, sin que en esta 
publicidad se indiquen las condiciones de 
tiempo, modo y lugar para acceder a ellas. Lo 
cual podría considerarse una presunta viola-
ción al artículo 33 de la Ley 1480 de 2011. 
(R. 82086/2014).

Y precisa que en su defensa Linio argumenta: 

En primer término se aclara que en las cam-
pañas mencionadas sí se especificaron los 
términos y condiciones para acceder a los 
beneficios mencionados. En efecto, el ban-
ner que contiene los textos cuestionados 
también tienen un link directo a los térmi-
nos y condiciones que deben ser aprobados 
por el consumidor en forma previa a obtener 
el beneficio correspondiente y las condicio-
nes en que esto último tiene lugar. (sic, R. 
82086/2014). 

11. En Colombia no existe un estudio integral del derecho de la publicidad. Sobre esta materia se sugiere consultar a Devesa 
(2007). 

12. Si bien Facebook funciona como una página web, también se puede acceder a ella a través de aplicaciones en teléfonos 
móviles, ampliándose el espectro de la norma, ya que la ley no define “medios electrónicos”, sino deja abierta la posibilidad 
para que, como consecuencia del proceso evolutivo de las tecnologías, se puedan crear otros medios a través de los cuales 
los empresarios contacten a sus potenciales clientes. 
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como no probada la violación de lo dispuesto 
por el artículo 33 de la ley 1480 de 2011. 
Por cuanto, la publicidad de las campañas 
en cuestión, sí informaba respecto de las 
condiciones de tiempo, modo y lugar para 
que los consumidores pudieran acceder a 
las mismas, de hecho se requería de la pre-
via aceptación de los términos y condiciones 
dispuestos en la publicidad que anunciaba 
los beneficios. (R. 82086/2014).

La información de promociones debe estable-
cerse en la página web, y no se prohíbe limitar 
el alcance de estas en los términos y condicio-
nes, siempre y cuando se le den a conocer al 
consumidor, y este manifieste su voluntad res-
pecto a dichas condiciones de forma previa a 
la adquisición del producto o servicio. Lo ante-
rior implica que siempre y cuando se le informe 
al consumidor (reduciendo la asimetría de la 
información), se podrán limitar las condiciones 
y promociones, y establecer condiciones espe-
cíficas para que estas se den, no siendo lo an-
terior una violación a la ley, ya que se cumplió 
con el principio de informarle de forma cierta, 
previa y expresa. 

En lo referente al cargo por no indicar la direc-
ción de notificación judicial del proveedor, Linio 
alegó: 

Para total claridad del despacho se aclara 
que la dirección de notificación judicial sí se 
encuentra en la página web de Linio, pun-
tualmente en los términos y condiciones que 

son aceptadas por todos los consumidores 
para realizar compras a través de internet. 
(sic, R. 82086/2014). 

Sobre este cargo la sic manifestó:

Esta Dirección debe advertir que en lo que 
respecta a la dirección de notificación judi-
cial, la investigada sociedad Linio DE Colom-
bia S.A.S. no informó de manera suficiente 
y accesible a los consumidores respecto de 
dicha dirección, toda vez que la misma se 
indicó única y exclusivamente en el espacio 
dispuesto para los términos y condiciones, 
concretamente en el artículo 16, contrarian-
do en esta medida lo dispuesto por el literal 
a) del artículo 50 de la ley 1480 de 2011, 
el cual de manera clara establece que dicha 
información debe ser entregada en todo mo-
mento por parte de los proveedores y expen-
dedores a los consumidores, lo cual tiene 
por objeto informarles de tal manera que se 
les permita ubicar, identificar e individualizar 
plenamente el proveedor o expendedor que 
ofrezca productos utilizando medios electró-
nicos. (R. 82086/2014).

Aunque parece simple e inocua la obligación 
de indicar la dirección y datos del responsable 
que realiza la venta por páginas web, se trata de 
una de las exigencias más importantes cuando 
se ofertan servicios y productos a través de es-
tos medios, ya que esto le da al consumidor la 
seguridad respecto a que de no perfeccionarse 
la venta o presentarse algún problema con el 
producto o servicio podrá contactar al vende-
dor o distribuidor que se encuentra en el país; 
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sumidor solo opera cuando el productor o ex-
pendedor se encuentra ubicado en Colombia. 
Pero no es suficiente consagrar la dirección en 
los términos y condiciones establecidos para 
tal efecto, esta debe ser visible en la página 
web para que su consulta resulte fácilmente 
asequible al consumidor y se reduzca de esta 
forma la asimetría de la información y el temor 
a comprar o contratar con una página web sin 
respaldo en el territorio colombiano. 

En lo referente a la obligación de determinar la 
escala o dimensión del producto, según la sic 
Linio manifestó: 

La escala no resulta físicamente aplicable 
a las imágenes de dimensiones variables 
como aquellas usadas en el entorno digital. 
Puesto que las imágenes de los artículos 
pueden ser consultadas a través de disposi-
tivos tan disímiles como teléfonos, tabletas 
o computadores en gran formato, el tamaño 
de la imagen dependerá de las preferencias 
y recursos de los consumidores. Las escalas 
son útiles en materiales impresos, que por su 
invariabilidad pueden ser usados como refe-
rencia cierta, pero no por imágenes digitales 
que insistimos, dependen del medio emplea-
do para su consulta. (…) Linio entrega al con-
sumidor no la escala sino las dimensiones 
precisas del producto. Es esa información la 
que, teniendo en cuenta las particularidades 
del medio en el que Linio desempeña su acti-
vidad comercial, le permite al cliente acceder 
a la información necesaria para hacer una 
compra consciente y consecuentemente, las 

que hacen efectiva la intención de la norma 
cuya violación se alega. (R. 82086/2014). 

Sobre este cargo concluyó la sic:

Esta Dirección advierte que la investigada 
sociedad Linio de Colombia S.A.S., no cum-
plió con lo dispuesto en el literal b) del artí-
culo 50 de la Ley 1480 de 2011. Por cuanto 
en la publicidad del producto en cuestión, se 
echa de menos la escala en la cual se en-
cuentra hecha la representación, y contrario 
a lo dicho por la defensa de la investigada, 
en la inspección de dicha publicación, no se 
encontró información alguna referente a las 
dimensiones, proporciones o medidas del 
producto en cuestión. En este mismo senti-
do se debe aclarar que la defensa de la in-
vestigada sociedad Linio de Colombia S.A.S. 
erró al decir que su defendida cumplió con 
la finalidad de la norma. Toda vez, que dicha 
finalidad se dirige a que a través de la infor-
mación exacta respecto de las proporciones 
y medidas de los productos, el consumidor 
final pueda hacerse a una idea real y precisa 
de los mismos, evitando así, la creación de 
falsas expectativas a partir de las imágenes 
inclusas en la publicidad. Adicionalmente, no 
se aportó al expediente prueba alguna por 
parte de la investigada, que soportara sus 
afirmaciones respecto del cumplimiento de 
la norma. (R. 82086/2014). 

El último cargo lleva a analizar cómo corregir 
la asimetría de la información cuando se ad-
quiere un producto por una página web, al no 
poder palpar por los sentidos las característi-
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realizada en el mundo real. Este es uno de los 
mayores temores que tienen los consumidores 
del entorno digital,13 y es precisamente lo que 
busca corregir la ley al establecer la obligación 
de informar las medidas del producto, para evi-
tar que el comprador realice la adquisición con 
una idea errónea, quede inconforme y se vea 
obligado a una posterior reclamación. 

F. Resolución 213 de 2015

En este caso la investigación de la sic se cen-
tró en dos quejas recibidas contra la sociedad 
Falabella Colombia S.A., propietaria de la pá-
gina web www.falabella.com.co, por una pre-
sunta violación de las obligaciones relativas al 
comercio electrónico, contenidas en el artículo 
50 y siguientes de la ley de protección al con-
sumidor, particularmente sobre el hecho de 
anunciar en la página web un medio de pago 
que no estaba habilitado. 

La sic señala al respecto: 

Existen otros links o enlaces dentro de la pá-
gina web que anuncian otros medios de pago 
diferentes a los anunciados al momento de 
finiquitar la transacción, en la etapa final de 
pago, lo cual no es una razón que justifique 
el anuncio de un mecanismo no habilitado, 

poniendo en evidencia que la información 
suministrada en el portal web de la investiga-
da, es contradictorio y carece de veracidad, 
aspecto que tiene toda la potencialidad para 
hacer incurrir en una falsa apreciación de la 
realidad a los consumidores, circunstancia 
que el régimen de protección del consumidor 
tiende a evitar a toda costa. (R. 213/2014). 

Y afirma: 

La información es un derecho básico de los 
consumidores y usuarios, pues solamente 
a partir de los datos objetivos que los pro-
ductores suministren acerca de sus bienes y 
servicios, y de los mecanismos de pago que 
puedan utilizarse, los consumidores tendrán 
la capacidad de tomar decisiones de consu-
mo informadas, que se fundamentan en he-
chos veraces y comprobables, que impidan 
que las transacciones jurídico económicas 
que se presenten en los mercados, no se eri-
jan sobre errores, engaños o falsas aprecia-
ciones de la realidad, derivadas de informa-
ción inadecuada, mentirosa o insuficiente. 
(sic, R. 213/2014).

Si bien la obligación legal establece que la in-
formación contenida en las páginas web debe 
ser clara, veraz y suficiente, en este caso dicha 
obligación de informar con el fin de corregir 
la asimetría de la información no radica en el 

13. El temor a adquirir productos vía una página web se produce por situaciones como la de Laxminarayan Krishnamurthy, un 
consumidor residente en Mumbai, India, que adquirió un teléfono móvil por la página web Snapdeal y al abrir el envió vio con 
sorpresa que este contenía un jabón y un ladrillo. Si bien la compañía Snapdeal prometió devolver el dinero del consumidor, 
este tipo de situaciones atemorizan al comprador y le impiden sentirse seguro al adquirir productos en el contexto digital 
(Bose, 2014). 
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en la página web, siguiendo la obligación legal 
consagrada en el artículo 50 de la Ley 1480 
de 2011:

Sin perjuicio de las demás obligaciones es-
tablecidas en la presente ley, los proveedo-
res y expendedores ubicados en el territorio 
nacional que ofrezcan productos utilizando 
medios electrónicos, deberán: 
(…) 
c) Informar, en el medio de comercio electró-
nico utilizado, los medios de que disponen 
para realizar los pagos. 

En este caso nos encontramos con un supues-
to que se puede presentar en las transaccio-
nes realizadas en el mundo real, como sería el 
de un establecimiento de comercio que anun-
cia que recibe todas las tarjetas, pero debido 
a una falla de comunicaciones con la entidad 
bancaria el mecanismo de lectura de las tarje-
tas no funcione. En esta situación no se le po-
dría imponer una sanción, ya que la obligación 
únicamente recae sobre establecimientos de 
comercio que utilicen mecanismos electróni-
cos para vender sus productos, de ahí que por 
vía legal se haya establecido una carga mayor 
para las empresas que utilicen estos medios. 
Así las cosas, existiría la misma asimetría de la 
información en el mundo real, solo que esta se 
reduce en el momento que se le comunica di-
rectamente al consumidor que no hay línea con 
el banco, mientras que en las transacciones vía 
web el comprador solo se entera de la situación 
en el momento que quiere realizar el pago. 

Es pertinente traer a colación lo que afirma la 
sic en la resolución en comento, en referencia 
al derecho a la información, donde lo califica 
como: 

Uno de los pilares sobre los cuales se edi-
fica el derecho del consumo en general, y 
el Estatuto del Consumidor en particular, 
pues a partir de su amparo y efectiva pro-
tección, se puede garantizar a la sociedad 
datos objetivos, completos e imparciales 
que permita operaciones de consumo jus-
tas y equilibradas, que respeten la libre e 
informada elección de los consumidores 
y su consentimiento, obligación elemen-
tal de un Estado social y democrático del 
derecho como el que rige en Colombia. (R. 
213/2014). 

Al  ponderar el derecho a la información como 
pilar fundamental sobre el cual se construye 
el derecho de consumo en Colombia, la sic 
permite afirmar que la asimetría de la informa-
ción y su eliminación, o al menos reducción, 
constituye una de las principales razones de la 
existencia del Estatuto del Consumidor, ya que 
si el adquirente no está en iguales condicio-
nes de conocimiento del producto o servicio 
que el vendedor, seguramente se presentarán 
abusos por parte del segundo. Esta situación 
se incrementa en el contexto digital, al no 
existir un sitio físico al cual pueda acercarse 
el consumidor a presentar una queja o recla-
mación, en el supuesto de sentirse engañado 
por tomar una decisión sin estar plenamente 
informado.
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En esta resolución la sic se pronunció sobre un 
oficio de la Federación Internacional de Futbol 
Asociado (fifa), en el que indicaba que en Co-
lombia existían empresas que estaban vendien-
do boletas para los diferentes partidos del mun-
dial Brasil 2014, sin su debida autorización.  En 
consecuencia, la sic inició una investigación en 
contra de la sociedad Maxiboletos S.A.S., por 
posible violación de información no veraz (artí-
culos 29 y 30 de la Ley 1480 de 2011) en el per-
fil de la red social Facebook de dicha compañía. 

Al respecto manifestó la sic:

Cuando un proveedor le proporciona una 
información sobre determinado producto al 
consumidor, este último confía en que la in-
formación suministrada sea completa, veraz 
y transparente, de ahí que se genere legíti-
mas expectativas en que una determinada 
situación de hecho ha quedado plenamente 
configurada, y se fundamenta en elementos 
reales y veraces. Por esta razón, el consumi-
dor basa su elección a partir de la informa-
ción facilitada por el proveedor de los bienes 
o servicios, a través de la publicidad, pues 
son los datos contenidos en ella la única no-
ticia que tienen los consumidores sobre el 
producto. (R. 3881/2015). 

En la misma resolución la sic aclara: 

El derecho a la información comprende el 
reconocimiento de una serie de garantías y 

libertades radicadas en cabeza de los con-
sumidores, pero a su vez está compuesto 
por obligaciones que deben respetar los 
productores y anunciantes, quienes deben 
dar a conocer ciertos elementos básicos de 
sus productos, como instrucciones de uso, 
cantidad o volumen, fecha de vencimiento 
(...) Concluyendo que al verificarse la ausen-
cia de dos de los atributos fundamentales 
que deben predicarse de la información su-
ministrada al público, como son los atribu-
tos de veracidad y verificable, la publicidad 
emitida por parte de la sociedad investiga-
da en donde indica que su compañía está 
“avalada” por la fifa o que es “distribuidor 
autorizada de boletos”, es falsa, situación 
que constituye una infracción a la [sic] dis-
puesto en el artículo 23 de la ley 1480 de 
2011, y por tal virtud, es merecedora del 
correspondiente reproche administrativo. 
(R. 3881/2015). 

Si bien esta resolución reitera las posiciones 
de la sic expuestas a lo largo del presente do-
cumento, estamos frente al primer caso en 
el cual es sancionada una empresa por la in-
formación que establece exclusivamente en 
el perfil de Facebook de la compañía, lo cual 
implica que el término medios electrónicos, 
consagrado en el artículo 50 de la Ley 1480 
de 2011, se podría extender a cualquier me-
dio electrónico, actual o futuro, con el cual las 
empresas puedan ofrecer sus productos o ser-
vicios, reiterando y ampliando lo ya esbozado 
en la Resolución 82086 de 2014 de la sic en 
el caso Linio.
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AL CONSUMIDOR EN EL CONTEXTO 
DIGITAL COMO FORMA DE CORREGIR 

LA ASIMETRÍA DE LA INFORMACIÓN

Como se evidenció de las resoluciones de la 
sic anteriormente expuestas, la metodología 
utilizada por dicha entidad para adelantar las 
investigaciones de protección al consumidor en 
páginas web no dista de la empleada en otras 
disciplinas, lo cual implica que una investiga-
ción puede tomar de 12 a 18 meses desde el 
momento de la queja del usuario hasta que se 
profiere el acto administrativo. Esto trae como 
consecuencia que en el tiempo en que se ade-
lanta la investigación —a menos que se tome 
una medida cautelar preventiva—, la compañía 
pueda seguir vendiendo por los medios elec-
trónicos, sin entregar la información apropia-
da, pudiendo afectar un número exponencial 
de posibles compradores. 

La metodología utilizada por la sic difiere de la 
agilidad propia del comercio electrónico, sien-
do en este punto donde se propone un cambio 
con miras a corregir la asimetría de la informa-
ción, en la adquisición de productos o servicios 
por medios electrónicos. 

Del estudio de las resoluciones de la sic se 
pudo concluir que la razón más común, por la 
cual los consumidores presentan una queja 
ante este organismo de protección al consu-
midor, es porque el precio del bien no coincide 
con el inicialmente informado, o porque el pro-
ducto no cumple con las expectativas anuncia-
das, situaciones que se pueden corregir si los 

mismos usuarios disponen de un canal para 
dejar su opinión sobre el producto adquirido 
en el medio digital, y evitar de esta forma la 
asimetría de la información frente a los si-
guientes compradores del mismo producto o 
servicio. 

La creación de una comunidad de comprado-
res al interior de cada uno de los medios elec-
trónicos corregiría la asimetría de la informa-
ción no solo entre los adquirentes de un bien 
o servicio, sino del mismo mercado, y la sic 
tendría que entrar a ejercer jurisdicción única-
mente en aquellos casos extremos o reitera-
dos en los cuales la misma comunidad no haya 
podido corregir la falla del mercado, desincen-
tivando la compra de bienes y servicios que no 
cumplen con las expectativas de los clientes. 

La anterior propuesta surge de los beneficios 
mismos de la adquisición de productos en pá-
ginas web, concretamente de la posibilidad 
de comparar precios —lo que trae como con-
secuencia una reducción de los costos para 
el comprador, al incrementar la eficiencia en 
compra—, y de acceder a información completa 
de los productos —lo que facilita la escogencia 
de los mejores bienes a partir de la comuni-
cación con clientes reales, aprendiendo de su 
propia experiencia— (Morton, 2006). 

Internet creó la posibilidad de un ambiente en 
el que los individuos pueden proveer evalua-
ciones de productos de una forma accesible a 
todo público, a un costo reducido, disminuyen-
do la asimetría de la información (Jacobsen, 
2004). 
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girse hacia la creación de una comunidad de 
compradores, en la cual sean estos mismos 
los que alimenten con sus experiencias la pla-
taforma, de modo que sea el mismo mercado 
el que corrija la asimetría de la información y 
penalice a los vendedores que no les entregan 
la información adecuada, siguiendo la estrate-
gia utilizada por portales como amazom.com o 
Uber, en los cuales los usuarios son quienes al 
evaluar sus productos y servicios incentivan a 
los clientes. 

Si bien la anterior propuesta se puede generar 
de forma espontánea en un mercado, si se in-
centiva por parte de la sic se reduciría el núme-
ro de quejas que llegan a esta Superintenden-
cia y, por tanto, podría centrar sus esfuerzos 
en los casos más relevantes. Al ser los con-
sumidores quienes al calificar los productos 
permiten a otros aprender de su experiencia, 
hacen a su vez más eficiente el mercado co-
lombiano reduciendo los costos de transacción 
y aumentando la información de los productos. 

VII. CONCLUSIÓN

A lo largo del presente escrito se evidenció la 
asimetría de la información, como una falla in-
herente al actual modelo económico colombia-
no, el cual está presente en el intercambio co-
mercial que se realiza tanto en el ámbito físico 
como en el virtual. 

No obstante, es precisamente en el intercam-
bio de bienes y servicios en medios electróni-

cos donde la asimetría de la información cobra 
una mayor importancia, al no existir un contac-
to físico y presencial entre los potenciales com-
pradores y los vendedores de los productos. 

En este marco surgió el Estatuto del Consumi-
dor como una forma de corregir dicha asimetría 
de la información. Uno de los principios recto-
res de dicho Estatuto es que la información 
que se entregue a los potenciales consumido-
res siempre debe ser clara, veraz y suficiente. 
Con ello se busca que el consumidor pueda 
tomar la decisión de compra basado en las 
condiciones del producto, sus calidades y pro-
piedades reales, evitando de esta forma que 
se le induzca a error aprovechando los medios 
electrónicos en que se ofrecen los productos y 
servicios.

Como se pudo observar en las resoluciones de 
la sic, en la mayoría de los casos las quejas se 
presentan por diferencias en el precio, o sobre-
costos en el valor del producto, los cuales no 
fueron informados de forma adecuada al con-
sumidor, a pesar del deber de informar a los 
compradores el precio del bien de forma clara 
y expresa, aspecto que constituye uno de los 
pilares fundamentales del Estatuto del Consu-
midor, teniendo en cuenta que el consumidor 
colombiano es sensible al precio. 

Ahora bien, se presentaron quejas por informa-
ción errónea contenida en la publicidad tanto 
de las páginas web de las compañías como de 
terceros (Facebook, por ejemplo), extendiendo 
a los vendedores que utilizan medios electróni-
cos la obligación de responder por lo que ofer-
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respecto al contenido de dichas publicaciones 
por tratarse de terceras compañías. Se aclara 
que en este supuesto no se verificó el ámbito 
de territorialidad de dichas páginas web, lo que 
abre la posibilidad que si un vendedor o expen-
dedor colombiano utiliza un portal web de un 
tercero ubicado fuera del territorio colombiano, 
será igualmente responsable del contenido de 
dicha publicación, pudiéndose utilizar el test 
Zippo para determinar el grado de contacto 
que se quiso ejercer con los potenciales com-
pradores, y aplicar la jurisdicción colombiana 
en estos supuestos.

Si bien el Estatuto del Consumidor ha servido 
para corregir la asimetría de la información en 
la adquisición de productos y servicios a través 
de medios electrónicos, como son las páginas 
web, se abre un abanico de posibilidades para 
que la sic entre a estudiar posibles violaciones 
a dicho Estatuto, en los casos en que los ven-
dedores utilicen otros mecanismos digitales 
para ofrecer sus productos, como pueden ser 
redes sociales, aplicaciones móviles u otros 
medios. 

La capacidad de reacción de la sic en lo refe-
rente a las investigaciones, si bien corrige la 
asimetría de la información, rompe con el prin-
cipio de inmediatez propio del entorno digital. 
Es por esto que se propone corregir la falla del 
mercado en materia de asimetría de la informa-
ción, utilizando el entorno digital para que los 
compradores accedan a información sobre los 
productos y compartan experiencias, de modo 
que la sic pueda centrar sus recursos físicos y 

económicos en atender casos extremos, o que 
pongan en peligro a los consumidores. 

La asimetría de la información está presente 
en todas las transacciones que se realizan tan-
to en el mundo físico como en el mundo virtual, 
pero es en este último en donde se están pre-
sentando los mayores avances para corregirla. 
Las características de los mercados digitales 
permiten no solo que los consumidores conoz-
can las particularidades de los productos y las 
experiencias de otros usuarios, sino crear una 
comunidad digital activa donde a partir de los 
contenidos y los comentarios de los consumi-
dores se reduzca la asimetría de la informa-
ción, y que tanto los consumidores como los 
vendedores estén en igualdad de condiciones. 
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